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Castaños centenarios en el Bierzo (León). By
M.A. Díaz.

Se trata de un Laudo, enviado a las Partes el 4 de mayo de 2017, que ha supuesto un
varapalo importante para España.

El Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones
(CIADI), establecido en 1966 por el Convenio sobre Arreglo de Diferencias
Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados (el
Convenio del CIADI) ha dictado el siguiente laudo en el marco del
procedimiento de arbitraje entre Eiser Infrastructure Limited, sociedad
constituida conforme a la legislación del Reino Unido, y Energia Solar
Luxembourg S.àr.I., sociedad creada con base en la legislación de Luxemburgo
(conjuntamente, las “Demandantes”) contra el Reino de España (“Demandado”).

En este Laudo el Tribunal resuelve lo siguiente:
El demandado (España) violó el art. 10(1) del TCE (Tratado sobre la Carta de la1.
Energía), al no otorgar un trato justo y equitativo a las empresas demandantes.
Ante esta violación del TCE España ha de abonar a las empresas demandantes la suma2.
de 128 millones de euros en concepto de daños.
Amén de lo anterior, deberá pagar intereses sobre el monto al que se acaba de hacer3.
referencia, que se otorga a los demandantes, “desde el 20 de junio de 2014 hasta la
fecha de este Laudo a una tasa de 2,07%, compuesta mensualmente, e intereses desde
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la fecha del Laudo hasta la fecha de pago a una tasa de 2,50%, compuesta
mensualmente”.
Cada parte deberá asumir sus gastos legales y gastos de cualquier otra índole4.
relacionados con este asunto planteado ante esta institución, así como la
correspondiente cuota de “los honorarios y gastos de los miembros del Tribunal y de
los derechos devengados por la utilización del Centro”.

El origen de este arbitraje se remonta al 9 de diciembre de 2013, fecha en la que el CIADI
recibió una solicitud de arbitraje de las Demandantes contra España.  El caso se refiere a la
controversia presentada ante el CIADI sobre la base del Tratado sobre la Carta de la
Energía y el Convenio del CIADI, ambos en vigor para las Partes. El Demandado es el Reino
de España.

En línea de principio, y porque aquí resulta de sumo interés, ha de recordarse que el
art. 10(1) del TCE declara, en lo que aquí importa que: “las Partes Contratantes
fomentarán y crearán condiciones estables, equitativas, favorables y transparentes para
que los inversores de otras Partes Contratantes realicen inversiones en su territorio.
Entre dichas condiciones se contará el compromiso de conceder en todo momento a las
inversiones de los inversores de otras Partes Contratantes un trato justo y equitativo”.

 

Como reconoce el Laudo, España, como otros países, a fin de impulsar el desarrollo de
Energía Solar Concentrada (“CSP”, por sus siglas en inglés) estableció un régimen de
subsidios por parte del Estado. Precisamente el caso planteado tiene que ver con la
evolución de las políticas de España relativas a este tema. Invertir en plantas CSP requiere
grandes inversiones, incluso antes de que entren en servicio. Las empresas que invierten en
este sector recuperan las inversiones iniciales en dichas plantas de los ingresos de la
energía eléctrica vendida durante la vida útil de una planta solar y del subsidio recibido.
Estos elevados capitales iniciales y el período necesario para recuperar la inversión una vez
que las plantas CSP empiezan a producir, hace que con frecuencia haya que acudir a
préstamos cuantiosos.
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España, conforme a la directiva de la UE y atendiendo a sus propios intereses nacionales,
promovió amplias medidas para fomentar la CSP y otras fuentes de energía renovables, a
partir de la Ley 54/1997 del Sector Eléctrico, que garantizaba a los inversores en el sector
energético una rentabilidad razonable, dejando para otros instrumentos legales el desarrollo
de esta garantía. Posteriormente, en 1998, 2002 y 2004, promulgó diversos decretos
facilitando la producción a partir de fuentes renovables, con incentivos a los productores. A
esta normativa le sucedió el RD 661/2007.

Las Demandantes aducen que invirtieron en España aproximadamente 126,2 millones de
euros para desarrollar tres plantas de energía solar concentrada (CSP) y para hacerlo se
basaron razonablemente en los incentivos y promesas del Demandado, y en particular en el
régimen establecido en el RD 661/2007, que les otorgaba derechos económicos inmutables
protegidos. Esas circunstancias les movieron, según las demandantes, a invertir en 2007 y a
reestructurar y ampliar su inversión en el 2011. Posteriormente, en el período comprendido
entre los años 2012-2014, España adoptó una serie de medidas que cambiaron radicalmente
el régimen regulatorio, eliminando el régimen del RD 661/2007 y reduciendo
considerablemente los flujos de caja necesarios para mantener la inversión. A juicio de las
 Demandantes, este cambio de régimen jurídico, hizo que dichas empresas quedasen
sustancialmente privadas de su inversión de 126,2 millones de euros. Según las
Demandantes, España, al eliminar completamente y reemplazar el régimen del RD
661/2007, violó las obligaciones asumidas en virtud del TCE: 1) al expropiar su inversión
infringiendo el. art. 13; 2) al denegar un trato justo y equitativo contraviniendo el art. 10(1);
3) al someter a las inversiones de las Demandantes a medidas exorbitantes, oponiéndose al
art. 10(1); y 4)  al no respetar las obligaciones contraídas con las inversiones de las
Demandantes.

Otra es la opinión de España, que mantiene que no ha negado a las Demandantes un trato
justo y equitativo, defendiendo también que no ha existido expropiación de su inversión ni
ninguna otra infracción del TCE. España sostiene que, como cualquier otro Estado, tiene
derecho a modificar su régimen regulatorio ante los “imperiosos desafíos económicos, como
el déficit tarifario de España, con miras a atender el bienestar público”, añadiendo que si la



retribución, conforme al régimen actual no les ofrece a aquellas empresas reclamantes la
rentabilidad satisfactoria “esto es el resultado de sus desacertadas decisiones en la
estructuración y financiación de su inversión”.

Examinadas las posiciones de las Partes, el pronunciamiento del Laudo  es del siguiente
tenor:

“Las Demandantes no podían esperar de manera razonable que no habría algún tipo de
cambio en el régimen del RD 661/2007 a lo largo de tres o cuatro décadas. Al igual que
con cualquier inversión regulada, tenía que esperarse que habría algunos cambios con
el tiempo. No obstante, el Artículo 10(1) del TCE les daba derecho a esperar que
España no modificaría, de manera drástica y abrupta, el régimen del que dependía su
inversión, de una forma que destruyera su valor. Pero ese fue el resultado del RDL
9/2013, la Ley 24/2013, el RD 413/2014 y la implementación del nuevo régimen a
través de la Orden Ministerial IET/1045/2014 de implementación”.
Así las cosas, el Tribunal resuelve que España incumplió la obligación consagrada en
el art. 10 del TCE de otorgar a las Demandantes un trato justo y equitativo . En opinión
del Tribunal España “cruzó la línea” y violó la obligación de otorgar trato justo y
equitativo en junio de 2014, cuando el régimen regulatorio anterior fue reemplazado
definitivamente por un régimen completamente nuevo.
Sin embargo, el Tribunal rechaza que los diversos cambios graduales realizados por
España con anterioridad infrinjan el TCE, de forma que no atiende la reclamación de
las Demandantes por concepto de daños relativos a pérdidas históricas anteriores.

Es importante reseñar que este laudo arbitral resuelve una de las reclamaciones que hay
planteadas contra España,  pero quedan todavía pendientes de resolver otras por el mismo
asunto de los recortes aplicados entre 2011 y 2014 por distintos Gobiernos. Reclamaciones
que, de resolverse en el mismo sentido, supondrían un pellizco, nada desdeñable, para las
arcas del Reino de España.

 


